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RECONOCIMIENTO PENSIONAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / IMPROCEDENCIA. [S]e observa que en el presente caso han pasado algo más de siete meses desde que se interpusiera la petición, y casi quince meses desde su ejecutoria, argumento que a la luz de lo expuesto hasta ahora, resulta suficiente para determinar que a la señora Amalia Cuartas Ocampo le asiste razón en cuanto afirma que Colpensiones ha vulnerado su derecho fundamental de petición, por cuanto hasta ahora su solicitud no ha sido resuelta por parte de Colpensiones, ni siquiera en el sentido de informarle las razones por las cuáles no se ha procedido a cumplir la referida decisión laboral. Atendiendo el panorama en que nos encontramos entonces, la Colegiatura anuncia que revocará la decisión de primera instancia, para en su lugar conceder la solicitud de amparo reclamada respecto del derecho de petición, sin embargo, es menester aclarar que no es viable ordenar, tal como solicita la recurrente, el pago de su mesada pensional y el retroactivo que pretende, por cuanto lo dicho por el Juez de primer nivel en ese sentido fue acertado, al determinar que no es esta acción un mecanismo alternativo al que contempla la ley para hacer efectivas las condenas u obligaciones económicas que se derivan de una sentencia judicial, como es el proceso ejecutivo, pues con ello se estaría desconociendo el principio de subsidiariedad que caracteriza este tipo de acción, y que sólo se puede evadir cuando se encuentre ostensiblemente demostrado que ante la no intervención del juez constitucional, quien la invoca se vería enfrentado a un perjuicio irremediable.  
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la  señora BLANCA RUBY NAVARRO MANCERA, accionante dentro del presente asunto, en contra del fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira el 31 de agosto de 2017, con ocasión de la solicitud de amparo constitucional promovida por ella en contra de la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ y la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES, de ahora en adelante UGPP. 
ANTECEDENTES:

Manifestó la accionante que desde los 17 años de edad se le diagnosticó la patología denominada “artritis crónica degenerativa”, enfermedad que desde su inicio le impidió trabajar, por esta razón dependía económicamente de su padre, el señor CONRADO NAVARRO LINARES hasta que este falleció el 27 de noviembre de 1986, cuando ella tenía 31 años de edad.

El señor CONRADO gozaba de una pensión de jubilación reconocida por la extinta CAPRECOM, de manera que en el momento de su deceso, la actora, junto a su progenitora, la señora ALICIA MANCERA y su hermano, solicitaron orientación a dicha entidad con relación a la sustitución pensional de su padre; en esa oportunidad un asesor le aseguro que a pesar de su notoria invalidez, únicamente tenían derecho a ese tipo de pensión lo hijos menores de 18 años, así las cosas, el reconocimiento se le otorgó a su señora madre en un 100%, quien veló por ella a partir de ese momento.
El 23 de noviembre de 1996 la señora MANCERA le solicitó a CAPRECOM que en caso de su muerte, se le otorgara la sustitución pensional de la cual ella gozaba a su hija BLANCA RUBY, atendiendo el impedimento físico que presentaba, sin embargo, la entidad le contestó que en el acto administrativo de reconocimiento pensional no se encontraba el nombre de la señora NAVARRO MANCERA en ningún lado. 
El día 25 de julio de 2012, falleció la señora ALICIA MANCERA.
La accionante adelantó los trámites para la valoración de su pérdida de capacidad laboral, determinándose por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez mediante dictamen del 17 de enero de 2013 que el porcentaje ascendía al 84.40%, con una fecha de estructuración del 22 de diciembre de 2005, fecha que se plasmó de manera presunta al ser la más antigua en el registro que se presentaba en el expediente. Al respecto le explicaron los médicos de esa Junta que no era posible ponerle una fecha de estructuración anterior al no poseer una historia clínica más antigua. En vista de la situación, solicitó una copia de su historia clínica a las entidades y especialistas que han tratado su enfermedad desde los 17 años de edad, pero todas ellas han indicado que esos archivos ya fueron destruidos y no reposan en esas instituciones. Por consiguiente, ha sido imposible aportar a la Junta o a la UGPP la información que se le ha pedido.
En varias oportunidades ha solicitado a la UGPP la sustitución de la pensión a la cual considera tener derecho, siendo resuelta por última vez mediante resolución del 22 de febrero de 2016, bajo el argumento de que la fecha de estructuración de su invalidez no coincide con la fecha del fallecimiento de su padre.

La posición asumida por esa entidad le parece injusta, pues lo que ha acontecido se debe a una mala asesoría brindada por parte de quien alguna vez los asesoro en la extinta CAPRECOM, sumado a ello, esa entidad no atendieron la solicitud que hizo su progenitora, en el momento en el que probablemente los médicos y especialistas si hubieran tenido el reporte de su historia clínica.

Refiere además que actualmente su estado de salud es deplorable, pues se encuentra postrada en una cama sin poderse mover, además, su situación económica es precaria y vive de la caridad de la gente.
PRETENSIONES:

De acuerdo a los hechos narrados, solicitó la accionante que se amparen sus derechos fundamentales a la salud, seguridad social, vida y mínimo vital, y en consonancia con ello se ordene a la UGPP y/o a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, adelantar las gestiones necesarias para que le sea reconocida la sustitución pensional a la que tiene derecho como beneficiaria de su difunto padre.

TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 

El presente asunto fue tramitado por el Juzgado Primero Penal del Circuito para adolescentes en contra de la UGPP y la Junta regional de Calificación de Invalidez, y profirió sentencia el 29 de junio de 2017, decisión que fue objeto de impugnación por parte de la accionante. 
El conocimiento del recurso se le asigno por reparto al Dr. Duberney Sánchez Grisales, quien fungió en esa oportunidad como ponente en esta Sala de Decisión, y resolvió decretar la nulidad de lo actuado al considerar que se había incurrido en una indebida conformación de la Litis durante el trámite de primera instancia, toda vez que a criterio suyo, era necesaria la participación de la Subdirección de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, como tercero probablemente involucrado dentro del debate.
De acuerdo a lo anterior, y acogiéndose a dicho criterio, el Juzgado de primer nivel dispuso mediante auto de 16 de agosto de 2017 la notificación del funcionario encargado de la aludida dependencia de la UGPP.

Durante el trámite de primera instancia se recepcionaron los siguientes pronunciamientos:  

Dr. Juan Carlos Toro Cardona, obrando en calidad de Secretario Técnico de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y Representante Legal, expuso en primer lugar que el procedimiento de calificación se ajustó al Manual Único de Calificación de Invalidez, al resolver un recurso de apelación instaurado por la accionante, y pronunciándose únicamente frente a los argumentos que sirvieron de base para controvertir el dictamen, sin que le hubiera sido posible detenerse a evaluar situaciones que no fueran motivo de discordia.

También manifestó que en el presente asunto se incumplen los requisitos de inmediatez y subsidiariedad para la procedencia de la acción de tutela, resaltando que en todo caso no se evidencia cual sería el perjuicio irremediable al que pudiera estar sometida la señora BLANCA RUBY.

El Dr. Carlos Umaña Lizarazo, Director Jurídico de la UGPP expuso por su parte que, una vez revisada la base de datos de esa entidad, se evidenció que en dos oportunidades se le ha negado a la accionante la pensión de sobreviviente pretendida, toda vez que la fecha de estructuración de su invalidez es posterior a la muerte de su padre, lo que permite inferir que ella no dependía económicamente del causante. Para el efecto, resaltó que en contra de ninguna de esas decisiones interpuso los recursos de ley la señora BLANCA RUBY. 
Finalmente puntualizó que en este asunto están desvirtuados los requisitos de subsidiariedad y de inmediatez para la procedencia de la acción de tutela.

Una vez analizada la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante fallo del 31 de agosto de 2017 declarar improcedente la solicitud de amparo constitucional, por cuanto consideró que el debate debe ser resuelto en la jurisdicción ordinaria laboral, dado que se trata de un asunto litigioso que no es posible zanjar en un término tan perentorio como lo es el de la acción de tutela, especialmente porque no se acreditó la ocurrencia de un perjuicio irremediable ni la existencia de una vía de hecho que validara la pretermisión del trámite ordinario, tampoco se aportó una prueba objetiva que comprobara las manifestaciones hechas por la accionante; finalmente señaló el A-quo que tampoco se cumplió con el requisito de inmediatez.
IMPUGNACIÓN:
Una vez enterada la decisión de instancia, la señora BLANCA RUBY NAVARRO MANCERA presentó un escrito mediante el cual la impugnó, para ello argumento que el Juez Cognoscente no realizó una adecuada valoración de los hechos y pretensiones planteados en su escrito, ni tampoco las pruebas que fueron presentadas por ella, en vista de lo cual, solicitó que se revoque la decisión de primer nivel para en su lugar acceder a sus peticiones.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico a resolver: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma la recurrente, las entidades accionadas han desconocido sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel que negó el amparo a los derechos denunciados, al precisar que en el caso de la señora BLANCA RUBY, le asiste otro medio de defensa judicial que le permite buscar una solución a la controversia aquí planteada.

Para entrar a analizar el problema jurídico hay que tener en cuenta primero que si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

Sobre la procedibilidad de la tutela:

El artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela solo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. 
En consonancia con ello el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que son causales de improcedencia de la acción de tutela, las siguientes: 
“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá:

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus.

3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable.

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar cuál es la norma a aplicar o inaplicar en cada caso concreto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 
En ese orden de ideas, el juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial, como uno de los poderes públicos. Ha sido doctrina constitucional probable, la siguiente:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados. No obstante la regla general de solución de controversias laborales por parte de la jurisdicción competente [ordinaria o contenciosa], paralelamente la jurisprudencia constitucional ha sostenido que de manera excepcional ante ciertas circunstancias, puede abrirse paso la acción de tutela para resolver ese tipo de conflictos,…”.

Por manera que si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones del actor en sede constitucional.

Ahora, en lo que tiene que ver con el principio de inmediatez como requisito de procedencia para la acción de tutela, debe decirse que el Decreto 2591 de 1991 señala que dicho mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, especialmente si se pretende dar protección inmediata ante la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales, sin embargo, la jurisprudencia ha precisado que cuando éste no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, sí debe ser interpuesta en un tiempo razonable desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión. Sobre este asunto ha dicho la Corte Constitucional que:  
“la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado”
.
Y más adelante, otro pronunciamiento dijo esa Alta Magistratura que: 
“… el constituyente asume que la acción de tutela configura un mecanismo urgente de protección y lo regula como tal. De allí que choque con esa índole establecida por el constituyente, el proceder de quien sólo acude a la acción de tutela varios meses, y aún años, después de acaecida la conducta a la que imputa la vulneración de sus derechos. Quien así procede, no puede pretender ampararse en un instrumento normativo de trámite sumario y hacerlo con miras a la protección inmediata de una injerencia a sus derechos fundamentales que data de varios años”.

Caso concreto: 

Atendiendo los lineamientos jurisprudenciales expuestos hasta ahora, y aterrizándolos al caso bajo estudio, se podría pensar en principio que el mecanismo de amparo constitucional se torna en la herramienta idónea para proteger los derechos invocados por la señora BLANCA RUBY, dado que estamos ante un sujeto de especial protección constitucional, no sólo por su indiscutible estado de invalidez, sino también porque hace parte del grupo poblacional de la tercera edad; sin embargo, el reconocimiento de que una persona sea merecedora de una protección reforzada y especial, no indica que sea el único requisito que debe ser avalado en el momento de estudiar una acción de tutela para conceder la protección que se busca, sino que deben aparecer demostrado el detrimento en sus derechos de forma tal que permita al Juez constitucional inmiscuiste en este tipo de asuntos de rango legal.

Sumado a lo anterior, el status de sujeto de especial protección constitucional, no releva a quien invoca este tipo de mecanismo, de aportar elementos suficientes que permitan llevar al Juez al consentimiento de la realidad fáctica que por medio de esta vía revela, para así poder proceder a tomar las decisiones que el caso amerite, pues resultaría a todas luces inviable desplegar oficiosamente toda una búsqueda probatoria en un término tan perentorio como el que conlleva la resolución de este tipo de trámite.
Así, en el presente asunto la accionante enfocó su escrito de tutela en la solicitud de que se le conceda la pensión de sobrevivientes a la cual considera tener derecho, y en ese sentido, no puede perder de vista la Colegiatura que, como se dijo anteriormente, por regla general la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de derechos prestacionales como lo es la pensión pretendida, ni acudir a esta suplantando o evadiendo medios judiciales existentes y ordinarios establecidos por el legislador, máxime cuando en el presente caso no existe prueba de esa urgencia y necesidad de que el juez constitucional se inmiscuya en asuntos que deben ser debatidos ante la justicia ordinaria dada la complejidad de los mismos. 

En el presente caso es claro que la actora accionó primeramente en sede constitucional antes que recurrir a las vías ordinarias, sin embargo, no se evidencia una situación de riesgo que demuestre la afectación a su mínimo vital, o la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable, por lo que no encuentra la Colegiatura razón para que omita acudir ante el juez natural. 

En ese orden de ideas, se hace palmario que lo que busca la parte accionante es saltarse el debido proceso para este tipo de asuntos, a pesar de que sabe que lo que debe hacer es acudir a la justicia ordinaria laboral a fin de que allí un juez especializado en esos temas, defina si es viable o no el reconocimiento de aquél derecho, que en su entender está consolidado.

Por otra parte, mírese que tampoco se cumplió con el requisito de inmediatez como regla de procedibilidad, lo cual se entrevé del tiempo que ha dejado trascurrir la accionante para acudir a esta solicitud de amparo constitucional, pues el tema que está discutiendo tiene su origen en hechos ocurridos hace más de un año desde la fecha en la cual la encartada resolvió la aludida solicitud, como atinadamente lo estudió el Juez de primer grado. 

Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la acción de tutela sí resulta improcedente, como se declaró en la decisión evaluada, al no cumplirse con los requisitos de inmediatez y subsidiariedad, ni tampoco observarse el perjuicio irremediable que hubiera permitido pasar por alto aquellos; de acuerdo a ello, la misma se habrá de confirmar. 

Por lo expuesto, la Sala No. 7 de decisión de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes el 31 de agosto del año que transcurre, de acuerdo las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

STELLA FRANCO FRANCO
Conjuez
AMANDA HOLGUÍN OSPINA
Conjuez
JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA
Secretario
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.


� � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2011/SU339-11.htm" \l "_ftnref14" ��Sentencia SU-961 de 1999.


� Sentencia T- 730 de 2003. 
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